
Santiago, cinco de octubre de dos mil veintiuno. 

Vistos:

Se reproduce el fallo en alzada, con excepción de sus 

fundamentos quinto a décimo que se eliminan.

Y se tiene, en su lugar y además, presente:

Primero: Que,  en  la  especie,  se  ha  ejercido  la 

presente acción de cautela de derechos constitucionales, 

impugnando  el  acto  que  se  califica  de  ilegal  y 

arbitrario,  consistente  en  la  ejecución  de  labores  de 

labranza a la vez de mantener sembrado el terreno que 

sirve de acceso al inmueble de propiedad del recurrente 

(Lote Nº 2 del resto de la división de la Hijuela Nº 5), 

cuestión que, desde luego impide el libre tránsito o paso 

por el predio sirviente de propiedad del recurrido (Lote 

Nº 1), a pesar de ser indispensable para la comunicación 

con el camino público, vulnerando de ese modo la garantía 

fundamental contemplada en el Nº 24 del artículo 19 de la 

Constitución Política de la República. 

Segundo: Que,  por  su  parte,  el  recurrido  en  su 

informe desconoce la conducta reprochada, puntualizando 

que  aun  cuando  es  efectiva  la  existencia  de  una 

servidumbre de tránsito que grava el terreno del que es 

propietario en favor de aquél que pertenece al actor, no 

es  menos  cierto  que,  las  acciones  de  labrado  de  la 

tierra, además de la colocación de semillas en ella, no 

es sino el reflejo del legítimo ejercicio de su derecho 
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de  dominio,  en  tanto  ambas  operaciones  han  sido 

desarrolladas en la heredad de la que es propietario, sin 

afectar la servidumbre en cuestión.

Enfatiza que la presente acción constitucional, al 

igual que en otra acción de la misma naturaleza dirigida 

en su contra, no es sino la manifestación de la intención 

del recurrente de aumentar de manera irregular la cabida 

del inmueble que le pertenece, en vista de que es el 

actor  quien  ha  realizado  las  acciones  que 

injustificadamente le atribuye, con miras a anexar a su 

propiedad el terreno que le sirve de paso. Todo ello, sin 

perjuicio de considerar que la acción intentada no es la 

vía idónea para resolver este tipo de controversias.

Tercero:  Que la sentencia apelada rechazó la acción 

constitucional  antes  reseñada,  teniendo  para  ello  en 

consideración que, a entender de los jueces de primera 

instancia,  aun  cuando  ambas  partes  reconocen  la 

existencia del gravamen de que se conoce, echan en falta 

la  determinación  precisa  de  las  dimensiones  de  la 

servidumbre, así como también su emplazamiento, tanto más 

cuanto que, ello resulta primordial para determinar si 

acaso  el  libre  tránsito  a  través  de  ella  ha  sido 

obstaculizado,  sin  que  el  informe  evacuado  por 

Carabineros de Chile permita esclarecer la situación, en 

tanto de la información aportada solo se desprende  “la 

existencia de un camino de servidumbre de 100 metros no 
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cercado y que el predio del recurrido si lo estaría, y 

también  plantado”,  de  tal  suerte  que,  en  tales 

condiciones  consideran  que  la  acción  incoada  a  todas 

luces es inviable.

Cuarto:  Que  reiteradamente  esta  Corte  ha  expresado 

que  el  recurso  de  protección  de  garantías 

constitucionales,  establecido  en  el  artículo  20  de  la 

Constitución  Política  de  la  República,  constituye 

jurídicamente  una  acción  de  naturaleza  cautelar, 

destinada  a  amparar  el  legítimo  ejercicio  de  las 

garantías  y  derechos  preexistentes  consagrados  en  la 

Carta  Fundamental,  mediante  la  adopción  de  medidas  de 

resguardo  que  se  deben  tomar  ante  un  acto  u  omisión 

arbitrario o ilegal que impida, amague o perturbe ese 

ejercicio. 

Quinto: Que,  al  tenor  de  los  hechos  expuestos,  en 

aras  de  resolver  adecuadamente  el  conflicto  suscitado 

entre las partes, este tribunal solicitó nuevamente a la 

autoridad  policial  informar  acerca  de  la  situación 

acaecida. Así pues, en cumplimiento de dicho cometido, 

funcionarios de dicha institución se constituyeron en el 

lugar de los hechos, advirtiendo acerca de la existencia 

de un “camino de servidumbre de 6 metros de ancho por 130 

metros de largo, no cercado que cruza de norte a sur y 

posteriormente  se  encuentra  el  predio  del  requerido 

CARLOS SEGUNDO ORTEGA RAMOS, el que se encuentra sembrado 
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desde el mes de agosto del 2020 con avena, una hectárea 

aproximada, el cual mantiene cerrado en todo su entorno y 

una  puerta  de  alambre  con  palos  de  5  a  6  metros 

aproximadamente”.  Acto seguido, aseveran que el “camino 

vecinal” se encuentra sembrado con avena desde agosto de 

2019 (sic), incorporando el set fotográfico sobre la base 

del cual afirman tal circunstancia. 

Sexto: Que, de lo expuesto por los litigantes y los 

antecedentes  allegados  al  proceso,  resulta  posible 

establecer,  para  los  efectos  de  la  presente  acción 

cautelar, que efectivamente sobre el terreno que sirve de 

paso  a  la  propiedad  del  recurrente,  se  han  realizado 

actividades  agrícolas  que  han  entorpecido  el  libre 

tránsito  o paso  a la  heredad del  recurrente, por  así 

haberse  acreditado  especialmente  con  el  mérito  de  lo 

informado por la autoridad policial. 

Séptimo:  Que,  en  estas  condiciones,  forzoso  es 

concluir  que  la  conducta  desplegada  por  el  recurrido, 

cualquiera sea la naturaleza del título que justifica la 

ocupación, puesto que aquello no puede ser dilucidado por 

la presente vía, alteró el statu quo vigente, incurriendo 

en una actuación que resulta contraria a derecho, toda 

vez  que  ejerció  un  acto  de  autotutela,  proscrito  por 

nuestro  ordenamiento,  según  la  garantía  constitucional 

contemplada  en  el  artículo  19  Nº  3  inciso  5º  de  la 
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Constitución Política de la República, constituyéndose en 

una comisión especial. 

En  efecto,  la  legislación  contempla  los 

procedimientos  correspondientes  para  obtener  de  la 

judicatura, en su caso, el reconocimiento del derecho que 

pueda invocarse y, mientras ellos no sean ejercidos y 

dispuesto lo pertinente por la jurisdicción, no resulta 

lícito al recurrido valerse de vías de hecho para zanjar 

la disputa que mantiene con el actor.

Octavo: Que, atento a lo antes razonado, el recurso 

de protección ha de ser acogido, a fin otorgar cautela 

temporal respecto de la garantía privada, perturbada o 

amenazada,  sin  perjuicio  de  otros  derechos  que,  tanto 

recurrente  como  recurrido,  puedan  ejercer  ante  la 

instancia jurisdiccional declarativa que corresponda.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, 

con lo prevenido en el artículo 20 de la Constitución 

Política de la República y Auto Acordado de esta Corte 

sobre  la  materia,  se  revoca la  sentencia  apelada  de 

veintisiete de noviembre dos mil veinte, y en su lugar se 

declara que se acoge el recurso de protección interpuesto 

por José Oliva Palma en contra de Carlos Ortega Ramos, 

ordenándose al recurrido permitir el paso del recurrente 

a través del camino objeto de la litis, removiendo todo 

obstáculo que así lo impida.

Regístrese y devuélvase.
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Redacción a cargo de la Ministra señora Ravanales.

Rol N° 144.438-2020.

Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema 

integrada por los Ministros (as)  Sr. Sergio Muñoz G., 

Sra. Ángela Vivanco M.,  Sra. Adelita Ravanales A., Sr. 

Mario Carroza E. y por la Abogada Integrante Sra. Leonor 

Etcheberry C. No firman, no obstante haber concurrido al 

acuerdo de la causa, el Ministro Sr. Carroza por estar 

con feriado legal y la Abogada Integrante Sra. Etcheberry 

por no encontrarse disponible su dispositivo electrónico 

de firma. 
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Pronunciado por la Tercera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Sergio Manuel Muñoz G., Angela Vivanco M., Adelita Inés
Ravanales A. Santiago, cinco de octubre de dos mil veintiuno.

En Santiago, a cinco de octubre de dos mil veintiuno, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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